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Certiorari  
procedente del 

Tribunal de Primera  
Instancia, Sala 
Superior de 

Aguadilla  
 

Civil. Núm.  
ACD201400142 
 

Sobre: 
COBRO DE DINERE, 

EJECUCION DE 
PRENDA Y 
EJECUCION DE 

HIPOTECA 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa Cabán, el Juez 
Rivera Colón y la Juez Nieves Figueroa 

 
Nieves Figueroa, Juez Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico a 29 de enero de 2016. 

Comparecen ante nosotros Nicholás John, María del 

Rosario1, James Paul, Robert David, Irma Judith y Christina2 

todos de apellidos Connor Cerezo, y doña Irma Cerezo Muñoz, en 

calidad de sucesores del señor Nicholas John Connor 

Fitzsimmons3 (en adelante “los peticionarios”). El 22 de octubre de 

2015, presentaron un recurso de Certiorari solicitando la revisión 

de la Resolución de 21 de septiembre de 2015 del Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Aguadilla (en adelante “TPI”). El TPI 

                                                 
1 También conocida como María Bassiri. 
2 También conocida como Christina Geraldine Connor Cerezo e Irma Cerezo 
Muñoz. 
3 También conocido como Nicholas Connor y Nicholas John Connor. 
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resolvió que la hipoteca en el presente caso es producto de un 

negocio jurídicamente válido. Además, denegó la solicitud de 

sentencia sumaria incoada por los peticionarios por entender que 

existe controversia sobre la intención de las partes al acordar 

reestructurar la forma de pagar la deuda. Examinado el recurso, 

acordamos denegar la expedición del auto. 

I. 
El señor Nicholas John Connor Fitzsimons y la señora Irma 

Judith Cerezo Muñoz contrajeron matrimonio en el año 1961. 

Producto de dicho vínculo, procrearon varios hijos, entre ellos, 

Lillian Marie Connor Cerezo. En 1998, el señor Nicholas John 

Connor Fitzsimons designó mandataria a su hija Lillian Marie 

Connor Cerezo (en adelante “mandataria”) mediante un escrito 

titulado Poder General. La mandataria, fungiendo como tal, tomó 

un préstamo a beneficio de la Corporación TCG, Inc. (en adelante 

“TCG”)4 ofreciendo en garantía hipotecaria el inmueble del 

matrimonio Connor-Cerezo. Tras incumplir con el pago de dicho 

préstamo, el 8 de julio de 2014, Scotiabank de Puerto Rico (en 

adelante “Scotiabank”) presentó una demanda contra los 

peticionarios por alegado incumplimiento de contrato, cobro de 

dinero y ejecución de hipoteca. Ello, porque alegadamente TCG 

incumplió con los pagos acordados de un préstamo comercial para 

saldar las líneas de crédito. 

Luego de varios trámites procesales, el 15 de junio de 2015, 

los peticionarios presentaron Moción de Sentencia Sumaria. 

Adujeron que el “Poder General” autorizó a la mandataria a realizar 

sólo actos de administración lo cual hacía nula la hipoteca 

otorgada sobre el bien ganancial de los esposos Connor Cerezo. En 

la alternativa, argumentó que la garantía hipotecaria quedó 

liberada mediante novación extintiva. 

                                                 
4 La mandataria es Presidenta de la Corporación TCG, Inc. 
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Por su parte, Scotiabank se opuso a la solicitud de sentencia 

sumaria. Adujo que el “Poder General” le concedió a la mandataria 

la autoridad para hipotecar el inmueble en cuestión. Añadió que la 

reestructuración de la deuda no constituyó una novación extintiva 

de la deuda original y, por ende, no quedó liberada la garantía 

hipotecaria. 

Mediante la Resolución recurrida, el TPI realizó las siguientes 

determinaciones de hecho, las cuales encuentran apoyo en la 

documentación provista por los peticionarios: 

RELACION DE HECHOS ESENCIALES QUE NO 

ESTAN EN CONTROVERSIA  

 

1. El 17 de mayo de 1961, el Sr. Nicholas John 

Connor Fitzsimons y Doña Irma Judith Cerezo 

Muñoz contrajeron matrimonio.  

2. El Sr. Nicholas John Connor Fitzsimons, Doña 

Irma Judith Cerezo Muñoz y la Sociedad de 

Gananciales compuesta por ambos eran dueños 

en pleno dominio de la propiedad inmueble 

ubicada en el número 310 de la Calle 1 de la 

Urbanización Extensión Marbella en Aguadilla, 

Puerto Rico mediante la Escritura 147 de 1974 

otorgada ante el notario Eric Milan. Actualmente 

pertenece en comunidad de bienes a la sucesión y 

a Doña Irma Judith Cerezo Muñoz. Hecho 

aceptado por todas las partes. 

3. La Sra. Lillian Marie Connor Cerezo quien es parte 

de la sucesión y el Sr. Manuel Pedro Martínez 

contrajeron matrimonio el 17 de julio de 1991. 

Hecho aceptado por todas las partes. 

4. El 23 de septiembre de 1996, la Sra. Lillian Marie 

Connor Cerezo inscribió la Corporación TCG Inc. 

ante el Departamento de Estado de Puerto Rico.  

5. El 11 de junio de 1998, el Sr. Nicholas John 

Connor Fitzsimmons otorgó un poder titulado 

“Poder General” a su hija Lillian Marie Connor 

Cerezo mediante Escritura Pública número 84 

ante el notario Eric Milan Barreto.  

6. El poder otorgado en el expositivo primero detalla 

que la facultad conferida por el poderdante a la 

apoderada es sobre “todos sus bienes muebles e 

[sic] inmuebles y derecho [sic] reales o 

personales...” Del poder no surge la descripción 

registral específica del bien inmueble en 

controversia en este caso. Véase Anejo E a la 

Moción de Sentencia Sumaria. 
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7. El expositivo primero Inciso “D” del poder 

claramente establece que la Apoderada tendrá 

autoridad para “...tomar dinero a préstamo...” 

Véase Anejo E a la Moción de Sentencia Sumaria. 

8. El poder otorgado en el expositivo primero inciso 

E autoriza a la apoderada a “...dar garantías de 

cualquier clases [sic] mediante prenda, hipoteca, 

fianza o personales de conformidad con las 

facultades antes indicadas...” Véase Anejo E a la 

Moción de Sentencia Sumaria. 

9. Surge del Contrato de Prenda que el “borrower” la 

corporación TCG Inc. tuvo una línea de crédito de 

sobregiro del demandante por la suma de 

$89,000.00 el 19 de junio de 2000. Sin embargo, 

el propio contrato contiene un acuerdo de 

consentimiento mutuo entre cónyuges para que 

tanto la Sra. Lillian Marie Connor Cerezo quien es 

parte de la sucesión, como el Sr. Manuel Pedro 

Martínez pudieran hacer transacciones que 

obligaran a la Sociedad de Bienes Gananciales 

entre ellos. Véase Anejo J y K a la Moción de 

Sentencia Sumaria.  

Por su parte, del documento titulado “Costumer 

[sic] Agreement” surge claramente que los 

codemandados la Sra. Lillian Marie Connor 

Cerezo quien es parte de la sucesión y el Sr. 

Manuel Pedro Martínez garantizaron 

personalmente la totalidad de la deuda con todos 

sus bienes. Véase anejo M a la Moción de 

Sentencia Sumaria. 

10. En la misma fecha del préstamo, la Sra. Lillian 

Marie Connor Cerezo apoderada y la Sra. Irma 

Judith Cerezo Muñoz otorgaron un pagaré 

hipotecario al portador por la suma de $89,000.00 

garantizado con la propiedad descrita en el hecho 

3 [sic]. 

11. La hipoteca se llevó a Escritura Pública ante el 

notario Miguel A. Román Villanueva, mediante 

Escritura 149 de 2000. 

12. El 26 de diciembre de 2002 el Sr. Nicholas John 

Connor Fitzsimmons falleció. 

13. [...] 

14. El 14 de julio de 2008, TCG Inc. obtuvo un 

aumento a la línea de crédito de sobregiro por la 

suma de $125,000.00 y una línea de crédito 

operacional por la suma de $46,575.00.  

15. Como garantía para el aumento en la línea de 

sobregiro, TCG dio como colateral los siguientes 

activos: 1) la cantidad de $25,000.00 provenientes 

de una cuenta Money Master Small Business [...]; 

2) pagaré por la suma de $89,000.00 garantizado 

con la propiedad inmueble de los Connor-Cerezo 

[...] 
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16. La carta de oferta del 14 de julio de 2008, antes 

mencionada fue aceptada únicamente por Lillian 

Marie Connor Cerezo, en su capacidad personal y 

como presidenta de TCG y su esposo. 

17. Ningún otro miembro de la sucesión ni la Sra. 

Irma Cerezo fueron parte en el contrato entre TCG 

y Scotiabank. 

18. El 4 de diciembre de 2008 Scotiabank otorgó un 

aumento en la línea de crédito operacional de 

$139,801.00. 

19. Como garantía para el aumento en la línea de 

crédito operacional, TCG dio como colateral los 

siguientes activos: 1) la cantidad de $25,000.00 

provenientes de una cuenta Money Master Small 

Business [...]; 2) pagaré por la suma de 

$89,000.00 garantizado con la propiedad 

inmueble de los Connor-Cerezo [...] 

20. La carta de oferta del 4 de diciembre de 2008, 

antes mencionada fue aceptada únicamente por 

Lillian Marie Connor Cerezo, en su capacidad 

personal y como presidenta de TCG y su esposo. 

21. Ningún otro miembro de la sucesión ni la Sra. 

Irma Cerezo fueron parte en el contrato entre TCG 

y Scotiabank. 

22. El 12 de diciembre de 2011, ScotiaBank ofreció a 

TCG reestructurar su deuda. 

23. La oferta del 12 de diciembre de 2011, no requería 

la prestación de ninguna garantía adicional a las 

ya existentes. No surge de ninguno de los 

documentos de reestructuración que la intención 

de las partes con la reestructuración en la forma 

de pago de la deuda implicara la liberación de 

todas las garantías. 

24. El 28 de agosto de 2012, Scotiabank de Puerto 

Rico reestructuró la deuda de TCG. 

25. La reestructuración de las deudas surgidas de las 

2 líneas de crédito se limitó al modo de repago de 

dichas obligaciones, las cuales fueron convertidas 

a préstamos a plazos. Véase Anejo 1 y 2 a la 

Moción en Oposición a Sentencia Sumaria. 

26. Esta reestructuración quedó establecida mediante 

la expedición de dos nuevos pagarés por las 

sumas de $99,477.00 y $108,516.00. No surge de 

ninguno de los documentos sometidos, intención 

de las partes de liberar las garantías hipotecarias. 

Véase anejo N a la Moción de Sentencia Sumaria. 

27. El contrato de préstamo del 28 de agosto de 2012, 

no fue aceptado por la sucesión ni por la Sra. 

Irma Cerezo. 

28. Al presente las líneas de crédito presentan un 

balance de $0.00. 
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HECHO EN CONTROVERSIA 
 

1. Si la intención de las partes al reestructurar la 
deuda de TCG era extinguir la obligación principal 

y liberar la garantía hipotecaria. 
 
El TPI resolvió que la hipoteca en el presente caso es 

producto de un negocio jurídicamente válido. Además, por 

entender que existe controversia sobre la intención de las partes al 

acordar reestructurar la forma de pagar la deuda denegó resolver 

este asunto sumariamente y ordenó la continuación de los 

procedimientos. 

Inconforme, los peticionarios comparecen ante este Tribunal 
señalando que: 

A. PRIMER ERROR: Erró el Honorable Tribunal de 

Primera Instancia al determinar que la hipoteca 

que garantiza la obligación de TCG es válida ya 

que ésta es nula. 

 

B. SEGUNDO ERROR: Erró el Honorable Tribunal 

de Primera Instancia al determinar que la 

hipoteca que garantiza la obligación de TCG no 

se extinguió al extinguirse la obligación principal 

que garantizaba. 

II. 

A.  El Recurso de Certiorari   

 

El auto de certiorari es el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir 

un error de derecho cometido por un tribunal inferior. Pueblo v. 

Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999).  Éste procede para 

revisar tanto errores de derecho procesal como de derecho 

sustantivo. Íd.  Distinto al recurso de apelación, el tribunal de 

superior jerarquía tiene la facultad de expedir el auto de certiorari 

de manera discrecional, por tratarse ordinariamente de asuntos 

interlocutorios.  “Esta discreción, en nuestro ordenamiento 

jurídico, ha sido definida como una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión 

justiciera.” Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).     
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Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de 

los asuntos que nos son planteados mediante el recurso de 

certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que para ello 

debemos considerar.  García v. Padró, 165 DPR 324 (2005).  Éstos 

son:     

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.   

 

B.  Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.     

 

C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 

craso y manifiesto en la apreciación de la prueba 

por el Tribunal de Primera Instancia.   

 

D.  Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos originales, los 
cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. 

     

E.  Si la etapa del procedimiento en que se 
presenta el caso es la más propicia para su 

consideración.     

 

F.  Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causa un fraccionamiento 
indebido del pleito y una dilación indeseable en 

la solución final del litigio.     

 

G.  Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40.   

  

Un certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de 

estos criterios aconsejan la revisión del dictamen recurrido.  En 

otras palabras, el ordenamiento impone que ejerzamos nuestra 

discreción y evaluemos si, a la luz de alguno de los criterios 

contenidos en la misma, se requiere nuestra intervención.  De no 

ser así, procede que nos abstengamos de expedir el auto solicitado, 
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de manera que se continúen los procedimientos del caso sin mayor 

dilación en el Foro de Instancia.     

B.  Sentencia Sumaria 

 

La Regla 36.1 de Procedimiento Civil autoriza a los 

tribunales a dictar sentencia  de forma sumaria si mediante 

declaraciones juradas u otro tipo de prueba se demuestra la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes. 32 LPRA Ap. V, R. 36.1.  “La sentencia sumaria es un 

mecanismo procesal extraordinario que tiene el propósito de 

facilitar la solución justa, rápida y económica de los litigios civiles 

que no presenten controversias genuinas de hechos materiales y, 

por tanto, no ameritan la celebración de un juicio en su fondo.” 

Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 610 (2000).  

Llamamos hechos materiales a aquellos que pueden afectar 

el resultado de la reclamación, de conformidad con el derecho 

sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. Univisión Puerto Rico, Inc., 

178 DPR 200 (2010).  La controversia sobre el hecho material debe 

ser real. Íd.  Al respecto, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que:  

[u]na controversia no es siempre real o sustancial, o 

genuina. La controversia debe ser de una calidad 
suficiente como para que sea necesario que un juez la 

dirima a través de un juicio plenario. La fórmula, debe 
ser, por lo tanto, que la moción de sentencia sumaria 
adecuadamente presentada sólo puede negarse si la 

parte que se opone a ella presenta una oposición 
basada en hechos que puedan mover a un juez a 

resolver a su favor. Si el juez se convence de que no 
existe una posibilidad de que escuchar lo que lee no 
podrá a conducirlo a una decisión a favor de esa parte, 

debe dictar sentencia sumaria. Íd.   

  

Procede que se dicte sentencia sumaria únicamente cuando 

de los documentos no controvertidos surge que no hay 

controversias de hechos a ser dirimidas, no se lesionan los 
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intereses de las partes y sólo resta aplicar el derecho. Corp. 

Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 DPR 714, 720 

(1986).  “La sentencia sumaria sólo debe dictarse en casos claros, 

cuando el tribunal tenga ante sí la verdad sobre todos los hechos 

pertinentes.” Íd., a la pág. 121.  Si existe duda sobre la existencia 

de una controversia, debe resolverse contra la parte que solicita 

que se dicte sentencia sumaria a su favor. Íd.  Este mecanismo es 

un remedio discrecional y su uso debe ser mesurado. Nissen 

Holland v. Genthaller, 173 DPR 503 (2007).  

Para derrotar la sentencia sumaria la parte promovida 

deberá presentar declaraciones juradas y documentos que 

controviertan los hechos presentados por la parte 

promovente.  PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., 136 DPR 881, 

913 (1994).  Ésta no debe cruzarse de brazos pues, de hacerlo, 

corre el riesgo de que se acoja la solicitud de sentencia sumaria y 

se resuelva en su contra.  Ramos Pérez v. Univisión Puerto Rico, 

Inc., supra.  La parte promovida está obligada a contestar 

detallada y específicamente los hechos pertinentes que demuestren 

que existe una controversia real y sustancial que amerita 

dilucidarse en un juicio plenario. Íd.  

Cuando la solicitud de sentencia sumaria esté sustentada 

con declaraciones juradas o con otra prueba, la parte opositora no 

puede descansar en meras alegaciones, sino que debe proveer 

evidencia sustancial de los hechos que están en disputa. Ramos 

Pérez v. Univisión Puerto Rico, Inc., supra.  No obstante, “el sólo 

hecho de no haberse opuesto con evidencia que controvierta la 

presentada por el promovente no implica que necesariamente 

proceda la sentencia sumaria o que el promovente tenga derecho a 
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que se dicte a su favor.” Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. 

Purcell, supra, pág. 721.  

Para poder derrotar la solicitud de sentencia sumaria, el 

promovido podrá utilizar declaraciones juradas.  No obstante, no 

basta con presentar afirmaciones que son meramente conclusiones 

hechas sin conocimiento personal de los hechos. Ramos Pérez v. 

Univisión Puerto Rico, Inc., supra.  El promovido deberá establecer 

una controversia real de hechos sobre al menos uno de los 

elementos de la causa de acción, mediante la presentación de 

prueba que apoye alguna de sus defensas afirmativas o 

estableciendo una controversia sobre la credibilidad de los 

testimonios jurados que presentó la parte promovente. Íd.  

Un tribunal al dictar sentencia sumaria, debe: (1) analizar 

los documentos que acompañan la moción que solicita la sentencia 

sumaria y los documentos incluidos con la moción en oposición, y 

aquellos que obren en el expediente del tribunal; (2) determinar si 

el oponente controvirtió algún hecho material o si hay alegaciones 

de la demanda que no han sido controvertidas o refutadas en 

forma alguna por los documentos. S.L.G. v. S.L.G., 150 DPR 171, 

194 (2000).  

Al momento de enfrentarse ante una solicitud de sentencia 

sumaria, el tribunal deberá presumir como ciertos los hechos no 

controvertidos que surjan de los documentos que acompañan la 

solicitud. PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., supra, pág. 

913.  Un tribunal no deberá dictar sentencia sumaria cuando: (1) 

existan hechos materiales controvertidos; (2) hayan alegaciones 

afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) surja de 

los propios documentos que se acompañan con la moción una 

controversia real sobre algún hecho material, o (4) como cuestión 

de derecho no proceda.  Aunque el tribunal dictará sentencia 
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sumaria a su discreción, como regla general, no es aconsejable 

resolver sumariamente casos complejos o que envuelvan 

cuestiones de interés público. Íd., pág. 913-914.     

También, un tribunal deberá declarar sin lugar una solicitud 

de sentencia sumaria cuando haya elementos subjetivos o de 

credibilidad y éstos constituyan un factor esencial en la resolución 

de la controversia presentada. Carpets & Rugs v. Tropical Reps., 

175 DPR 615 (2009).  

Sobre el particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

expresó lo siguiente:  

Según se desprende de lo anterior, el método recién 
implantado coloca sobre las partes, quienes conocen de 
primera mano sus respectivas posiciones, así como la 

evidencia disponible en el caso, el deber de identificar 
cada uno de los hechos que estiman relevantes, al igual 

que la prueba admisible que los sostiene. Se facilita, por 
lo tanto, el proceso adjudicativo al poner al tribunal en 
posición de evaluar conjuntamente las versiones 

encontradas para cada uno de los hechos refutados a la 
luz de las referencias a la prueba que alegadamente los 

apoya. Este sistema claramente agiliza la labor de los 
jueces de instancia y propende la disposición expedita 
de aquellas disputas que no necesitan de un juicio para 

su adjudicación.  

Es por ello que mediante estas nuevas disposiciones 
nuestro ordenamiento procesal expresamente le exige a 

la parte oponente examinar cada hecho consignado en 
la solicitud de sentencia sumaria y, para todos aquellos 
que considera que existe controversia, identificar el 

número del párrafo correspondiente y plasmar su 
versión contrapuesta fundamentada en evidencia 

admisible. La numeración no es un mero formalismo, 
ni constituye un simple requisito mecánico sin 
sentido. Por el contrario, tiene un propósito 

laudable, por lo que su relevancia es indiscutible y 
queda claramente evidenciada luego de una 
interpretación integral de las enmiendas acogidas en 

el 2009. De lo contrario, las enmiendas a la Regla 36 de 
Procedimiento Civil de 2009, supra, no tendrían valor 

práctico alguno.” (Énfasis suplido.) Zapata Berrios v. 

J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013).  

  

En lo relativo al ejercicio de la facultad revisora de este 

Tribunal de Apelaciones sobre la procedencia de la sentencia 
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sumaria, debemos utilizar los mismos criterios que el Tribunal de 

Primera Instancia. Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334 (2004).  El 

Tribunal Supremo ha aclarado, sin embargo, que el Tribunal de 

Apelaciones está limitado de la siguiente manera: (1) éste sólo 

puede considerar los documentos que se presentaron ante el Foro 

de Instancia—las partes no pueden añadir en apelación 

documentos que no fueron presentados oportunamente ante el 

TPI, ni pueden esgrimir teorías nuevas o asuntos que no 

estuvieron ante la consideración de ese foro; (2) el Tribunal de 

Apelaciones únicamente puede determinar la existencia de una 

controversia genuina de hechos materiales y esenciales, y si el 

derecho se aplicó correctamente—no puede adjudicar hechos 

materiales y esenciales en disputa, puesto que esa tarea le 

corresponde al TPI.  Íd., pág. 335.    

Si se trata de la interpretación de la prueba documental, este 

Tribunal de Apelaciones se encuentra en la misma posición que el 

Foro de Instancia, por lo que podemos adoptar nuestro propio 

criterio al momento de evaluar la prueba. Rivera v. Pan Pepín, 161 

DPR 681, 687 (2004).  

C. Mandato 

 El Artículo 1600 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA 

sec. 4421, establece que "por el contrato de mandato se obliga una 

persona a prestar algún servicio o hacer alguna cosa por cuenta o 

encargo de otra".  Por su parte, el Artículo 1601 dispone que: "[e]l 

mandato puede ser expreso o tácito. El expreso puede darse por 

instrumento público o privado y aun de palabra.  La aceptación 

pude ser también expresa o tácita, deducida esta última de los 

actos del mandatario". 5 El mandato es general cuando comprende 

todos los negocios del mandante y especial cuando comprende uno 

                                                 
5 31 LPRA sec. 4422. 
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o más negocios determinados.6 Conforme al Artículo 1604, para 

transigir, enajenar, hipotecar o ejecutar cualquier otro acto de 

riguroso dominio, se necesita un mandato expreso.7  

El Tribunal Supremo resolvió en  Zarelli  v.  Registrador , 

124 DPR 543, 553-554 (1989), que son actos de riguroso dominio 

los que afectan trascendentalmente el patrimonio de una persona, 

tales como gravar, enajenar o hipotecar. Sostuvo, además, que el 

mandato expreso debe contener una declaración que revele la 

intención de realizar un acto de disposición específica. Puntualizó 

que los términos del mandato expreso se interpretan 

restrictivamente para asegurar que se actúe dentro del poder 

otorgado.   

 En los casos donde se pretende disponer de algún inmueble, 

el mandato ha de ser lo suficientemente específico como para no 

albergar dudas sobre el alcance de los actos permitidos. Íd. Para 

su validez, basta con que contenga una descripción general de los 

negocios autorizados y que especifique si incluye bienes 

inmuebles. Íd. 

D.  Novación Extintiva 
 

El Artículo 1158 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3242, 

dispone que para que una obligación quede extinguida por otra 

que la sustituya, es indispensable que así se declare expresamente 

por las partes, que así se declare terminantemente o que la antigua 

y la nueva sean de todo punto incompatibles. Warner Lambert Co. 

v. Tribunal Superior, 101 DPR 378, 389 (1973). La figura de la 

novación es una causa de extinción de las obligaciones.8 Ésta se 

configura cuando las partes lo declaran de manera terminante, o 

                                                 
6 Véase, Artículo 1603 del Código Civil, 33 LPRA sec. 4424. 
7 33 LPRA sec. 4425. 
8 Artículo 1110, 31 LPRA sec. 3151. 
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cuando la intención de novar se deriva de la incompatibilidad 

absoluta entre la obligación original y la nueva. P.D.C.M. Assoc. v. 

Najul Bez, 174 DPR 716, 725 (2008).  

No obstante, la novación es una cuestión de intención, por lo 

cual "nunca se presume sino que ha de ser acreditada sin género 

de duda alguna". Es evidente que una consecuencia tan drástica 

como ésta sólo puede producirse cuando las partes han tenido 

clara conciencia de ella. Es por eso que los tribunales deben 

examinar con cautela las circunstancias particulares de cada caso 

para hacer la determinación de si ha habido o no novación 

extintiva. Warner Lambert Co. v. Tribunal Superior, supra, a la 

pág. 392.   

III. 

En el presente caso, los peticionarios argumentan en su 

primer señalamiento de error que el “Poder General” no autorizó a 

la mandataria a gravar con una hipoteca el inmueble en cuestión y 

que bajo ese fundamento la hipoteca es nula. Coincidimos con el 

TPI en que el referido poder en efecto le confirió a la mandataria, 

de forma específica, autoridad para hipotecar los bienes inmuebles 

del mandante. De igual manera la facultó a tomar dinero a 

préstamo gravando los inmuebles con garantía hipotecaria.9 

Resolvemos que el “Poder General” que hoy evaluamos cumple con 

todos los elementos de un mandato que establece nuestro 

ordenamiento jurídico en Zarelli v. Registrador, supra. Dicho esto, 

concluimos que la mandataria actuó dentro de los poderes que le 

fueron conferidos y que la hipoteca otorgada es válida. El primer 

error planteado no se cometió. 

Los peticionarios levantan como segundo error que la 

hipoteca se extinguió mediante novación extintiva luego de 
                                                 
9 Cabe indicar que, la señora Irma Judith Cerezo Muñoz otorgó el pagaré 

hipotecario junto con la mandataria debido a que el inmueble hipotecado 
pertenece a la sociedad legal de gananciales compuesta por la primera y el 

mandante. 
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reestructurarse la deuda original. Como bien señala el TPI, surge 

del expediente que existe controversia con respecto a la intención 

de las partes al otorgar el acuerdo de reestructuración de la deuda. 

Coincidimos con el TPI en que es necesario dilucidar en un juicio 

plenario si la intención de las partes fue meramente modificar el 

plan de pago o si por el contrario dejaron sin efecto la obligación 

principal garantizada. Dicho esto, resolvemos que el segundo error 

tampoco se cometió.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Resolución recurrida. Se devuelve el caso al TPI para la 

continuación de los procedimientos. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


